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ASUNTO

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la representante judicial de la señora MARÍA ESMIR OSORIO MARÍN, contra el fallo del 30 de marzo de 2014, mediante el cual el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira le negó la tutela de los derechos fundamentales por ella invocados y presuntamente vulnerados por COLPENSIONES. 
ANTECEDENTES:

Cuanta la libelista que su poderdante desde hace algún tiempo viene padeciendo severos problemas de salud consistentes en “diabetes millitus, gonatrosis primaria bilateral, síndrome del túnel carpiano y disminución de la agudeza visual”, razón por la cual en el año 2009 inició proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral, dando como resultado que el 29 de diciembre de ese mismo año se le calificara con una disminución del 51.27 de su capacidad para trabajar, con fecha de estructuración el 23 de mayo de 2009; al no estar de acuerdo con tal dictamen, procedió a interponer recurso que se resolvió el 30 de julio de 2010, donde se dijo que la fecha de estructuración de la invalidez era el 5 de julio de 2008.
De acuerdo a la anterior información, el 28 de septiembre de 2010 presentó ante el Instituto del Seguro Social hoy en Liquidación, solicitud de reconocimiento de pensión de invalidez, la cual fuera resuelta de manera negativa mediante resolución GNR-117084 del 30 de mayo de 2013, al considerar que la señora María Esmir no acreditaba el requisito de haber cotizado mínimo 50 semanas en los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez. 
Considera la libelista que para el caso de su representada, la entidad accionada debió dar aplicación a los distintos pronunciamientos jurisprudenciales que establecen que a fin de acreditar el requisito de las semanas cotizadas exigido por la ley 860 de 2003, se deben tener en cuenta tanto los tiempos cotizados durante los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, como los cotizados con posterioridad a la misma. Lo que en el caso de la señora Osorio serían las 46.35 semanas cotizadas entre el 5 de julio de 2005 y el 5 de julio de 2008, más las 30 que se acreditan con posterioridad a esa fecha. 
Finalmente, la togada accionante afirma que la señora María Esmir “es una persona que no está en la capacidad para proveerse una calidad de vida digna, pues por su estado de invalidez, no puede obtener ingreso pecuniario alguno para sufragar los gastos que se exigen para satisfacer las necesidades básicas del diario vivir” (sic), por lo tanto ha debido acudir en los últimos años a la caridad de familiares y amigos para satisfacer sus necesidades, lo que hace que su situación tanto emocional como económica sea lamentable. 
Teniendo en cuenta todo lo narrado y las condiciones de salud de la poderdante, solicita la libelista que se le tutelen los derechos a la igualdad, el mínimo vital, la seguridad social y la dignidad humana; para de esa manera ordenarle a Colpensiones tener en cuenta las 30 semanas cotizadas por la señora Osorio con posterioridad al 5 de julio de 2008, a fin de acreditar el requisito estipulado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003; igualmente pide se le ordene expedir la respectiva resolución de reconocimiento de pensión de invalidez y en consecuencia proceda a incluir en nómina. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira,  avocó el conocimiento de la tutela y ordenó la notificación a la parte accionada; después de revisado el caso el día 30 de marzo de 2014 decidió negar por improcedente la tutela de los derechos fundamentales invocados por considerar que en el presente asunto la accionante tiene otro tipo de mecanismos de defensa judicial, más idóneos, para lograr que Colpensiones le reconozca su pensión de invalidez; adicionalmente, determinó que tampoco era procedente la tutela por cuanto no se probó en el trámite tutelar el perjuicio irremediable que se le causa a la señora Osorio con el no reconocimiento pensional, y tampoco se prueban las condiciones de indignidad en que vive la actora para que sea necesario que el juez constitucional usurpe las funciones del juez ordinario.

IMPUGNACIÓN

Mediante recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia aludida y sustentado de manera oportuna con un escrito cuyo contenido es ampliamente conocido por está Colegiatura, la defensa manifiesta su inconformidad con la decisión del Juez A quo en que la posición adoptada por la Corte Constitucional respecto a la suma de las semanas cotizadas posteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, es bastante sólida y por tanto se ha tornado en un precedente de obligatoria aplicabilidad para el juez de tutela, y por ende la viabilidad de la acción constitucional en el presente asunto, se sustenta en el estado de invalidez de la señora María Esmir y en el hecho de que no cuenta con el mínimo vital para asegurarse su sostenimiento, circunstancias que la ponen en una situación de debilidad manifiesta; lo que implica que la negativa del reconocimiento pensional se convierta en un perjuicio irremediable para ella. Por lo anterior, en su concepto, se debe revocar la decisión de instancia para en su lugar ordenarle a Colpensiones realizar el reconocimiento pensional solicitado.
CONSIDERACIONES

Competencia

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, en armonía con los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000. 

Problema jurídico planteado

Le corresponde determinar a esta Corporación, si la accionada vulnera los derechos fundamentales de la señora Osorio al no reconocerle la pensión de invalidez atendiendo los lineamientos jurisprudencias para el conteo de semanas cotizadas, de manera que deba revocarse el fallo de instancia, o si por el contrario se encuentra ajustado a derecho y por ello merece la ratificación.

Solución

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 
El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que negó el amparo a los derechos denunciados, al precisar que en el caso de la accionante, ella cuenta con otro mecanismo judicial para reclamar sus derechos. 

Sobre la procedibilidad de la tutela:

El artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela solo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. En consonancia con ello el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que son causales de improcedencia de la acción de tutela, las siguientes: 

“ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá:

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus.

3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable.

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho.

5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.”

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, pues no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de unos derechos fundamentales, ya que existen casos en que esos asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria donde por especialidades pueden resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos que requieren de un análisis probatorio concienzudo para determinar si le asiste o no razón a la parte demandante; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable.

Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales.  Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”
 

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

Sobre la pensión de invalidez por riesgo común:

La ley 100 de 1993 instituyó, entre otras normas, un aparte dedicado al tema de las pensiones de invalidez por riesgo común con el fin de solucionar, a través el otorgamiento de una prestación económica, las complicaciones que se generan como consecuencia de la pérdida de capacidad laboral, por ello el artículo 38 de la referida ley considera como invalida a “la persona que por cualquier causa de origen no profesional, no provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50 % o más de su capacidad laboral”.

Respecto de la pensión de invalidez dijo la Corte Constitucional:

“En relación con la pensión de invalidez esta corporación ha sostenido que a pesar de tener origen legal encuentra raigambre constitucional como derecho fundamental cuando está directa e inmediatamente asociada a uno o más derechos de tal categoría:

 

“El derecho al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, o en su defecto de la indemnización sustitutiva, se encuentra en conexidad con el derecho a la vida, la integridad física, el trabajo y la igualdad, entre otros, por cuanto a través de dicha prestación lo que pretende el Estado es dar cumplimiento al mandato constitucional que impone como deber el de garantizar a todos los habitantes ‘el derecho irrenunciable a la seguridad social’. Se garantiza el derecho a la vida, pues se reconoce a favor de quien ha sufrido merma en su capacidad laboral una suma de dinero mensual que permita velar por su subsistencia, y en caso dado, por la de su familia, y además la integridad física por cuanto como consecuencia de su estado de salud y de sus limitaciones permanentes, el Estado le brinda una especial protección, además de la asistencia médica derivada de su situación personal; se garantiza el derecho al trabajo, ya que cuando el afectado no puede ofrecer al menos la mitad de su capacidad laboral, se le exime de su obligación social de trabajar, y a la vez se preserva su derecho en cuanto si recupera su capacidad, puede volver a desempeñarse en el ejercicio de sus actividades laborales.””

En desarrollo de lo expuesto, primero el artículo 39 de la Ley 100 y después la Ley 860 de 2003, dispusieron una serie de requisitos que debe acreditar quien, habiendo perdido su capacidad laboral, pretenda que en cualquiera de los dos regimenes pensionales existentes en nuestro país, se le reconozca la prestación económica por invalidez, entre esos requisitos, el artículo 1º de la Ley 860 indicó que el afiliado inválido tiene derecho a la pensión causada por enfermedad cuando acredite haber cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración.

Para comprender lo dicho arriba, el artículo 3º del Decreto 917 de 1999, establece: “Fecha de estructuración o declaratoria de la pérdida de la capacidad laboral. Es la fecha en que se genera en el individuo una pérdida en su capacidad laboral en forma permanente y definitiva. Para cualquier contingencia, esta fecha debe documentarse con la historia clínica, los exámenes clínicos y de ayuda diagnóstica, y puede ser anterior o corresponder a la fecha de calificación. En todo caso, mientras dicha persona reciba subsidio por incapacidad temporal, no habrá lugar a percibir las prestaciones derivadas de la invalidez.”
El caso concreto:

Considera la impugnante que a pesar de existir otro medio de defensa judicial en este asunto sí procede la tutela, por cuanto a causa del no reconocimiento y pago de la pensión de invalidez su mínimo vital se está afectando y por tanto se le causa un perjuicio irremediable. Adicionalmente afirma que se equivoca la entidad accionada al negarle el reconocimiento pensional basándose en lo establecido en el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, toda vez que la Corte Constitucional ha sido enfática al decir que en casos como los del accionante es viable tener en cuenta, para el reconocimiento de la prestación económica, las semanas cotizadas después de la fecha de estructuración de la invalidez.
En ese orden y revisado lo existente en el libelo, si bien es cierto en principio se podría llegar a pensar que le asiste razón al petente respecto a la aplicación de la jurisprudencia constitucional para el tema del conteo de las semanas cotizadas, también lo es que en el presente asunto, y tal como lo concluyó el Juez A-quo no concurren los elementos necesarios para que la tutela devenga en procedente.

La anterior conclusión encuentra asidero en el hecho de que revisado el encuadernado, no hay nada que pruebe la existencia del perjuicio irremediable del que habla la Dra. Salazar, ni mucho menos algo que hable de la actual condición médica de la señora Osorio, pues sólo obra en el expediente copia del dictamen sobre el porcentaje de su pérdida de capacidad laboral, en donde se puede leer que la invalidez se estructuró como el resultado de la suma de distintas patologías con cuadro de evolución de varios años, sin más información, por tanto en este momento, a pesar de la calificación en mención, no puede el juez de tutela venir a hablar sólo con ello de un perjuicio irremediable que le impida acudir a la justicia laboral ordinaria a buscar su reconocimiento pensional; más aún, cuando en el presente asunto se puede observar que la parte accionante no agotó todos los recursos a su alcance para lograr cambiar la determinación de Colpensiones por cuanto, no se avizora la interposición de los recursos contra su decisión a pesar de haber sido debidamente notificados el 1 de octubre de 2013
, esto es hace un poco más de 7 meses, demostrando con ello una injustificada inactividad que desvirtúa la existencia de la necesidad de que se tomen medidas urgentes como las pedidas por este medio subsidiario y expedito, y que además se puede interpretar como una manera de usar la tutela para revivir recursos a los cuales la misma accionante dejó de acudir.
En este punto es bueno recordarle a la abogada libelista que si bien a simple vista el Decreto 2591 de 1991, nada establece respecto de la carga de la prueba, sí hay varios de sus apartes en donde deja entrever la necesidad de que se aporten pruebas para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por tal motivo tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos, es por ello que el mencionado decreto establece que si la autoridad o persona contra quien se dirige la tutela no presenta las pruebas que se le solicitan, ni controvierte las allegadas por la contraparte, el Juez tendrá por cierto lo dicho por el actor y como únicas pruebas las aportadas por este, y con base en ellas emitirá su decisión. 

En cuanto a esa cuestión dijo la Corte Constitucional:

“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
 
El artículo 3º del  Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
 (Negrillas de la Sala)
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.
Sin embargo, la Colegiatura no puede desconocer que evidentemente la señora Osorio Marín tiene alteraciones de salud que le impiden desenvolverse con facilidad en el medio laboral, y si bien la declaratoria de disminución de su capacidad para trabajar no la convierte en una persona invalida o discapacitada, sí deja entrever que es alguien que necesita un cierto grado de protección de sus derechos, por ello se le instará a la libelista para que realice una nueva solicitud de la pensión ante Colpensiones, atendiendo el hecho de que la resolución que negó la prestación es de mayo del año pasado y contra ella no se interpusieron recursos en el mes de octubre cuando fue efectivamente notificada. Frente a esa nueva petición, la Corporación habrá de instar igualmente a Colpensiones para que una vez reciba la nueva solicitud, la resuelva en el menor tiempo posible teniendo en cuenta los distintos pronunciamientos de la Corte Constitucional respecto del tema de las pensiones de invalidez cuando la fecha de estructuración de la misma es anterior a la de la realización de la junta de calificación, especialmente lo dispuesto en la sentencia T-143 de 2013 en donde la Corte Constitucional al estudiar un caso parecido, estableció que es viable tener en cuenta para conceder la pensión de invalidez, tener en cuenta tanto las semanas cotizadas con anterioridad a la estructuración de la pérdida de capacidad laboral, puesto que no se debe olvidar que en los casos de enfermedades progresivas, aunque los primeros síntomas se manifiesten de manera temprana, las dificultades para laborar se pueden evidenciar mucho tiempo después, por tanto esas cotizaciones posteriores deben servir para a partir del último pago contar las cincuenta semanas anteriores exigidas por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003; en ese orden, la Máxima Guardiana Constitucional indicó:

“4.8. De la lectura sistemática de la Constitución Política se desprenden fundamentos adicionales que justifican la protección de los derechos invocados por el señor Calderón Aldana. La interpretación más favorable del artículo 3º del Decreto 917 de 1999 debe ser aquella que acoge la noción de discapacidad real o material, según la cual, la pérdida de la capacidad laboral de la persona se infiere a partir del momento en que esta sufre la pérdida “definitiva y permanente”de sus aptitudes físicas o psicológicas para  trabajar, por tanto, el juez debe valorar el conjunto de los elementos que permitan inferir el acaecimiento de tal suceso al estudiar las solicitudes de pensión de invalidez, o los dictámenes proferidos por las administradoras de pensiones o por las juntas de calificación de invalidez. Ceñirse, de manera exclusiva, a verificar el pago de las 50 semanas cotizadas con anterioridad a la fecha de estructuración de la invalidez, cuando la persona siguió trabajando y cotizando al sistema de seguridad social, es reducir la actividad judicial a un mero trámite administrativo, y obviar aspectos fácticos que indican de manera clara que la persona pudo seguir desarrollando su actividad física y mental para solventar sus necesidades básicas. El legislador concibió el sistema de seguridad social como una especie de seguro pero ello no vincula a la Corte a manejar este tipo de casos bajo los términos mercantiles del contrato de seguros, sino desde la perspectiva de la vigencia de los derechos constitucionales de las personas. La interpretación expuesta en este numeral pretende armonizar la solución del caso concreto con los postulados del Estado Social de Derecho, que se funda en “el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran”.
 

4.9. Si bien es cierto que el sistema de seguridad social contempla mecanismos como la indemnización sustitutiva, la devolución de aportes o una eventual pensión de vejez, lo cierto es que las cotizaciones adicionales a la fecha de estructuración de invalidez han de servir para lograr el fin perseguido por un sujeto que goza de especial protección constitucional que, en este caso concreto, es la pensión de invalidez. Como se afirmó anteriormente, es válido que el señor Calderón Aldana acceda a la pensión de invalidez porque ha cumplido con el requisito de la densidad de las semanas cotizadas, luego de la fecha de estructuración de la invalidez. Desconocer tal condición, basada en una interpretación menos favorable para el accionante, equivale a generar un enriquecimiento sin causa en favor del Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. que desvirtuaría la finalidad constitucional que ha de cumplir el sistema de seguridad social, que es la salvaguarda de los derechos fundamentales de los ciudadanos.

 

4.10. Así las cosas, la negativa de la entidad accionada a reconocer la pensión de invalidez al peticionario sin contabilizarle los aportes efectuados luego de la fecha de estructuración dictaminada, vulneró sus derechos fundamentales a la seguridad social y al mínimo vital, ya que se pudo establecerse con base en las pruebas obrantes en el expediente que la pérdida de capacidad laboral en forma permanente y definitiva en una fecha posterior. Por tanto, esta situación expuso al actor a una situación de vulnerabilidad omitiendo su calidad de persona protegida especialmente por la Constitución. Así mismo, desconoció los principios constitucionales de solidaridad, eficiencia y universalidad que orientan el derecho a la seguridad social, al negarle el acceso a una pensión.

 
4.11. La Sala llama la atención sobre un hecho particularmente relevante: el sistema se beneficia de los aportes efectuados por el actor con posterioridad a la fecha de estructuración de su invalidez, permite que la persona siga haciéndolos, para luego no tenerlos en cuenta al momento de verificar el cumplimiento de los requisitos.[24] En este caso Fernando Mario Calderón Aldana cumplió con su deber solidario de realizar aportes de buena fe, con la expectativa de que en un futuro van a servir de base para liquidar su prestación, sin embargo, cuando solicitó la pensión para cubrir el riesgo de invalidez porque siente que su estado de salud no le permite continuar cotizando, el sistema no es recíproco con su solidaridad y le impone una barrera de acceso al goce efectivo del derecho a la seguridad social.”

Así las cosas, se dispondrá que por la Secretaría de esta Corporación se le remita copia del presente fallo a Colpensiones para los fines pertinentes. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad conferida en al Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, dentro de la presente acción donde es accionante, por intermedio de apoderada judicial, la señora MARÍA ESMIR OSORIO MARÍN y accionado COLPENSIONES.

SEGUNDO: INSTAR a la señora Osorio Marín y a su representante judicial, para que realicen una nueva solicitud pensional ante la accionada, de acuerdo a los argumentos expuestos en la parte motiva de esta decisión. 

TERCERO: INSTAR a COLPENSIONES para que una vez reciba la nueva solicitud por parte de la actora, la resuelva en el menor tiempo posible teniendo en cuenta los distintos pronunciamientos de la Corte Constitucional respecto del tema de las pensiones de invalidez cuando el peticionario continuó cotizando al sistema con posterioridad a la fecha de estructuración de la misma, pero con anterioridad al momento de la realización de la junta de calificación de pérdida de capacidad laboral, especialmente lo dispuesto en la sentencia T-143 de 2013, en atención a lo dicho en la motivación del presente fallo. 

CUARTO: ORDENAR que por Secretaría de esta Sala se le remita a Colpensiones copia de la presente decisión, para los fines pertinentes.
QUINTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Corte Constitucional, sentencia T-173 de 2013, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Folio 25 del cuaderno de tutela.


� Corte Constitucional Sentencia T-187 de 2009, M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez


� Corte Constitucional, sentencia T-143 de 2013, M.P. Dra. María Victoria Calle Correa.
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